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Prólogo

Martín Becerra

Aunque la regulación de las industrias culturales, y en particular de 
los medios de comunicación, conforma el paisaje de las políticas pú-
blicas en el siglo xx, es tras el cambio de siglo que se fue acentuando la 
importancia de las reglas de juego que ordenan un sector fundamen-
tal del espacio público contemporáneo, como es el de los medios, en 
pleno proceso de convergencia y mutación tecnológica y social.

Los medios de comunicación y su regulación merecieron atención 
por parte del poder político y económico desde antes incluso de la 
masificación de la imprenta (varias religiones milenarias dan cuen-
ta de ello), pero fueron su industrialización y su consiguiente ads-
cripción plena a las reglas del mercado los factores que orientaron y 
orientan, con fuerza creciente, la reflexión pública sobre la organiza-
ción del sector. Las fuerzas empresariales de este sector, que troquela 
la agenda política y social, reclaman un estatuto extralegal para orga-
nizarse y por ello enarbolan la consigna de la “autorregulación”. Esto 
sucedió de facto durante décadas en América Latina, donde sucesivos 
y diferentes gobiernos evitaron, en sintonía con el interés de empre-
sarios periodísticos, establecer reglas de juego objetivas, ecuánimes 
y públicas, a diferencia de lo que sucedió, al menos entre 1945 y la 
década de 1990, en Europa.

Por su parte, el poder político siempre receló de la influencia de 
los medios de comunicación, a los que consideró, en el mejor de los 
casos, una competencia desleal, que no debe someterse al escrutinio 
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público en elecciones periódicas y, por consiguiente, como un poder 
fáctico con prerrogativas superiores a las de los propios políticos, re-
presentantes del ánimo contingente de las mayorías sociales. En al-
gunos casos –dentro de una tradición de protección de los grandes 
empresarios mediáticos– la historia latinoamericana también docu-
menta paréntesis durante los cuales los gobiernos (civiles y militares) 
cooptaron el sistema de medios con fines propagandísticos. En ge-
neral, el pasado constata que la ausencia de proyectos sostenibles de 
servicio público y el abuso faccioso de los medios de gestión estatal 
condujeron al agotamiento de estas experiencias de la mano de la in-
diferencia de las audiencias.

Sin embargo, la primera década del siglo xxi dio inicio a una 
combinación de procesos que apuntan a la mutación de esa historia: 
la alteración de los nexos que articularon históricamente política y 
medios; el cambio de las determinaciones de una estructura con-
centrada de la propiedad, la transformación tecnológica en el marco 
de la digitalización audiovisual, la creciente desintermediación de 
los sistemas tradicionales de medios, en directa relación con la ma-
sificación de las redes digitales, la reconfiguración de los retos bá-
sicos ligados a la problemática de la libertad de expresión, la amplia-
ción de los actores sociales que participan de la discusión sobre el 
ordenamiento de las industrias culturales (véase Waisbord, 2010) y 
los cambios regulatorios vinculados con una nueva concepción del 
derecho a la comunicación.

El conjunto de estas tendencias, comunes a diferentes países de la 
región, está marcando un cambio radical en el panorama mediático 
latinoamericano y en la forma en la que los principales grupos se re-
lacionan con el poder político.

Por supuesto que la valoración de la influencia de cada uno de esos 
procesos en el paisaje mediático regional es objeto de discusiones y 
controversias. Este libro es testimonio de que es posible y necesario 
ensayar perspectivas complejas para examinar analíticamente proce-
sos cuya densidad aconseja abandonar clichés, consignas y anteojeras.

Estos cambios que en la Argentina en particular aparecen repre-
sentados en la sanción de la Ley de Servicios de Comunicación Au-
diovisual 26.522, de 2009, son indicativos de una transformación 
en el modelo de intervención estatal que, aunque sigue abonando 
la lógica capitalista propia de la actuación del campo mediático en 
todo Occidente, al menos en América Latina amaga con cuestionar 
ciertos abusos de la mercantilización de un espacio público como es 
el que ocupan los medios de comunicación y el resto de las indus-
trias culturales.

La representación normativa de los cambios en curso es clara. Ve-
nezuela y la Argentina modificaron sus leyes audiovisuales en 2004 
y 2009, respectivamente, con resultados muy diferentes, toda vez 
que, si bien en ambos casos se reconoce de manera inédita al sector 
comunitario y se establecen topes a la concentración de la propiedad 
por parte de las empresas, las nuevas normas difieren en un aspec-
to central: la ley venezolana regula la “calidad” de la información, 
con toda la carga discrecional que ello supone. En cambio, la ley ar-
gentina se inscribe en los estándares de protección de la libertad de 
expresión aprobados por la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (cidh) y es totalmente respetuosa de la libertad de opinión 
de medios y periodistas. En tanto, en 2007 el Uruguay sancionó una 
nueva norma sobre medios comunitarios. Ecuador está discutiendo 
su ley de radiodifusión. Bolivia realizó cambios constitucionales que 
involucran al sector de los medios, fundamentalmente para sancionar 
contenidos racistas. En Brasil se sancionó en 2011 una ley de televi-
sión por suscripción que no alcanza a todo el sector pero que permite 
por primera vez la inversión de las telefónicas en televisión de pago. 
En Chile y en Uruguay existen desde hace varios años iniciativas de 
la sociedad civil –con un apoyo por ahora tenue del sistema políti-
co– para avanzar en reformas regulatorias más amplias. En varios de 
los países mencionados, el consenso apunta a reservar el 30% de las 
licencias audiovisuales para el sector no lucrativo de la sociedad (me-
dios comunitarios, fundaciones, cooperativas) (Becerra, 2012).



12 13

PrólogoMartín Becerra

Esta representación en el plano normativo es indicativa pero, 
como bien advertía Margarita Graziano (1986), sería errado reducir 
el análisis de las políticas de la comunicación al plano legal. La com-
plejidad de los mencionados procesos no se agota en la adopción de 
una ley porque, como indica Lawrence Lessig (1998), la regulación 
implica además contemplar el funcionamiento de los mercados, los 
usos y costumbres, es decir, la cultura, y los códigos que, en el caso 
de las industrias de la información y la comunicación, pueden en oca-
siones crear barreras de acceso incluso cuando no existan obstáculos 
legales para ello. Internet ofrece un ejemplo acabado de la importan-
cia constitucional del “código” en la regulación de los sectores de la 
cultura.

Este libro, compilado por Ornela Carboni y Guillermo Mastrini, 
ambos docentes de la Universidad Nacional de Quilmes y artífices 
de la Maestría en Industrias culturales: políticas y gestión, de la unq, 
tiene el gran mérito de explorar diferentes casos de regulación de la 
comunicación intervenida por procesos industriales de producción 
en el presente. Y lo hace desde diferentes aristas, es decir, que asume 
el desafío de pensar la complejidad de los cambios actuales.

Se trata de un estudio exploratorio que describe y analiza varios 
países latinoamericanos (Argentina, Brasil, México, Venezuela) e in-
troduce dos paradigmas en políticas de comunicación, como es el de 
los casos británico y estadounidense. Además, se incluye un capítulo 
sobre la experiencia de la implementación de la televisión digital te-
rrestre en España, que tiene para los latinoamericanos varias ense-
ñanzas por la proximidad cultural con ese país y porque introdujo la 
Televisión Digital Terrestre (tdt) antes que en América Latina, tam-
bién se prometió interactividad, cercanía, contenidos locales, des-
centralización, mayor pluralidad de voces y acceso a medios comu-
nitarios. Pero la retórica en el caso español revela que hubo en esos 
objetivos mucho de fetichismo tecnológico y tal vez, en el mejor de 
los casos, una excesiva dosis de voluntarismo. En España, la adopción 
de la tdt significó la reducción de voces, el cierre de canales locales 

que funcionaban con la televisión analógica, y el cambio de gobierno 
hacia la derecha amenaza, además, con cerrar las emisoras públicas 
regionales autonómicas (véase García Leiva, 2010).

Para los interesados en políticas y regulación de medios, esta com-
pilación de Carboni y Mastrini representa una valiosa e infrecuente 
contribución. Los autores trazan un panorama que el lector hallará 
ameno, informativo, reflexivo y contextualizador del actual momen-
to de intenso debate acerca de la regulación de los medios.

Este libro es una producción colectiva de maestrandos en Indus-
trias Culturales de la unq. En este sentido, sobresale la labor docente 
de Guillermo Mastrini, profesor a cargo del seminario de Políticas de 
Comunicación de dicho posgrado y actual director de la Maestría, 
quien es un reconocido investigador en el campo de la economía po-
lítica de la comunicación. Su incentivo a los maestrandos para plas-
mar la producción del seminario en un libro sobresale como ejemplo 
de vocación docente. Ornela Carboni, maestranda en la unq y actual 
becaria doctoral de Conicet, quien se desempeña como docente en 
asignaturas del campo de las políticas y la estructura de las indus-
trias culturales en la Licenciatura en Comunicación Social de la unq, 
aporta a la edición del libro su curiosidad intelectual y su capacidad 
de síntesis de textos que fue preciso articular para lograr una pro-
ducción que es única por la cantidad y diversidad de casos que refle-
ja. Carboni demuestra con este libro la maduración analítica que sus 
profesores y colegas le reconocen.1

Hoy en día las políticas de comunicación superaron el gueto de los 
especialistas para ser objeto de discusión en los propios medios, que 
durante décadas se resistieron a hablar sobre los criterios que rigen su 
funcionamiento, y sobre todo para ser tema de debate en la sociedad. 
Los políticos parecen haber vencido el tabú de hablar sobre los medios 
y la sociedad descree del mito de la inmaculada concepción de los me-

1 El autor de este prólogo es coautor de numerosos trabajos y publicaciones con Gui-
llermo Mastrini y es director de la beca doctoral de Conicet de Ornela Carboni.
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dios y de las industrias culturales. Nuevos problemas sustituyen a los 
viejos. Es un tiempo novedoso lleno de controversias e interrogantes, 
sobre todo en América Latina.

Es justo señalar que, así como los medios y el estamento político 
profesional tienen enormes desafíos en el contexto de los cambios es-
tudiados en el presente libro, también las universidades están inter-
peladas de manera directa. La tentación de sumarse al coro de feste-
jos de las novedades eludiendo considerar sus contradicciones, tanto 
como su especular antítesis, que es negar de plano la valoración de 
los cambios, constituyen respuestas dicotómicas que reproducen en 
esencia las posiciones que la superficie del debate incita a adoptar.

El rol de un espacio que presume de ser sistemático, exhaustivo, 
analítico y crítico como es el universitario es promover insumos tan 
documentados como reflexivos para la consideración de la sociedad 
y de sus representantes. Corresponde a los docentes, a los investiga-
dores, reconocer los matices, advertir las tensiones, ensayar la com-
prensión de una realidad que, insumisa, se resiste a ser explicada 
mediante procedimientos binarios. Las siguientes páginas son una 
contribución que es consciente de la necesidad de explicar y com-
prender la realidad de las políticas de comunicación en el presente. 
Nada menos.

Referencias bibliográficas

Becerra, Martín (2012), “Terremoto mediático”, Le Monde Diplomatique, edi-
ción Cono Sur, Nº 152, Buenos Aires, febrero.

Graziano, Margarita (1986), “Política o ley: debate sobre el debate”, Espacios, 
Facultad de Filosofía y Letras, Universidad de Buenos Aires.

Lessig, Lawrence (1998), “Las leyes del ciberespacio”, conferencia Taiwan Net 
‘98, Taipei, mimeo. Publicado en <ttp://www.uned.es/ntedu/espanol/
master/segundo/modulos/audiencias-y-nuevos-medios/ciberesp.htm>.

García Leiva, Trinidad (2010), “The introduction of tdt in Latin Ameri-

ca: Politics and policies”, International Journal of Digital Television, 1(3), pp. 
327-344.

Waisbord, Silvio (2010), “The pragmatic politics of media reform: Media 
movements and coalition-building in Latin America”, Global Media and 
Communication, 6 (2), pp. 133-153.



17

Introducción

Ornela Carboni y Guillermo Mastrini

En los últimos años se asiste a un creciente debate público en torno a 
la organización de los sistemas de medios. Si bien desde los orígenes 
de la prensa, y luego también con el surgimiento de la radio y la tele-
visión, se discutieron formas de intervención estatal y de organiza-
ción económica, dichos debates quedaban restringidos a organismos 
especializados del Estado y a los empresarios del sector. Aun cuando 
las políticas de comunicación eran decisivas para definir la estructura 
del sector comunicacional, sin embargo la sociedad no participaba en 
su diseño. Si bien el sector político percibía la importancia de los me-
dios en el proceso de distribución de la información con la que la ciu-
dadanía tomaba sus decisiones, el sistema se conformó rápidamente 
como un oligopolio, donde no todas las voces tenían cabida. Las po-
líticas de comunicación procuraron alcanzar un delicado equilibrio 
entre el interés público expresado en la diversidad cultural y política, 
y la sustentabilidad económica de los operadores del sector. Los crí-
ticos del modelo rápidamente denunciaron que el sistema mediático 
priorizaba las voces del poder, ya sea político o económico.

Sin embargo, a partir de la década de 1980, las políticas de comu-
nicación se orientaron cada vez más hacia la promoción de los inte-
reses del mercado. Los procesos de concentración de la propiedad no 
tardaron en sucederse. La sociedad civil tardó en tomar conciencia de 
la significación de la transformación en curso, pero lentamente co-
menzó a involucrarse en las políticas de comunicación. Como afirma 
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Des Freedman (2008) en su estudio del mundo anglosajón, la mayor 
participación de la población en el proceso de definición no ha impli-
cado por ahora un cambio en la orientación de las políticas, que han 
seguido orientadas por el mercado. 

No obstante, en la primera década del siglo xxi, en varios países 
de América del Sur, las políticas de comunicación no solo se ubicaron 
en un lugar central del debate público, sino que se han producido al-
gunas modificaciones significativas en el plano legislativo. Una vez 
transcurrida dicha década se puede proceder a realizar un primer ba-
lance de las regulaciones recientemente implementadas en distintas 
regiones del globo. El objetivo del presente libro es analizar algunos 
casos testigo con el fin de comparar cómo se han resuelto diversas 
situaciones que enfrentan el ritmo acelerado de los avances tecno-
lógicos y los fluctuantes contextos políticos, económicos y sociales 
que impactan en los marcos regulatorios. En las sociedades contem-
poráneas, la posibilidad de regular el sistema de medios se encuentra 
atravesada por la lógica convergente de las actividades info-comuni-
cacionales.1 Además de los aspectos convergentes, hay que conside-
rar la concentración en la propiedad, la diversidad y el carácter autó-
nomo de los medios (Mastrini y Becerra, 2009).

Es importan señalar que los cambios en materia de políticas de co-
municación han tenido lugar en geografías diversas y han sido imple-
mentados por gobiernos de variado signo político. Esta característica 
reafirma su centralidad en el mudo actual. Es por ello que este libro 
se basa en el estudio de una serie de regulaciones que se han adoptado 
en distintos países de Europa, América del Norte y América Latina en 
torno a los principales tópicos que afectan a los sistemas de comuni-

1 El concepto info-comunicacional fue desarrollado por Bernard Miège para referir-
se “a la industrialización creciente de la información, de la cultura y de los intercambios 
sociales, como al rol desarrollado por las tecnologías de la comunicación acompañando 
cambios sociales y culturales” (Becerra, 2003). Se supone que empresas diversificadas 
(por mercados o intereses) y con distintos propietarios se fusionen o establezcan alian-
zas estratégicas para operar de modo conjunto (Becerra y Mastrini, 2006).

cación: la digitalización, los procesos de convergencia y la concentra-
ción de la propiedad, entre otros. De este modo, se busca identificar a 
los actores y los intereses involucrados en cada uno de los casos ana-
lizados, con el objeto de evaluar las formas en las cuales se planifican, 
diseñan y ejecutan las políticas de comunicación.

Van Cuilenburg y McQuail señalan que la formulación de regula-
ciones relacionadas con los sistemas de comunicación por parte del 
Estado se remonta a mediados del siglo xix. De este modo, distin-
guen tres fases en materia regulatoria que tuvieron lugar en Europa 
y en los Estados Unidos. La primera etapa, que se extendió hasta la 
Segunda Guerra Mundial, se caracterizó por la emergencia de la in-
dustria de la comunicación y por delinear una serie de medidas ad 
hoc para regular las innovaciones tecnológicas, con el objetivo de ga-
rantizar el “interés público”.2 El segundo período abarcó desde 1945 
hasta 1980/1990 y se basó en la lógica del servicio público de medios. 
Se diferenció de la etapa anterior por perseguir consideraciones nor-
mativas y políticas más que tecnológicas, por la búsqueda de una co-
herencia y estabilidad nacional derivadas de las necesidades de polí-
ticas democráticas. Finalmente, la tercera fase, que se extiende hasta 
nuestros días, supone la definición de un nuevo paradigma, que se en-
contraría ligado a las lógicas del mercado, los intereses económicos y 
los valores consumistas. El despliegue de las tecnologías de informa-
ción y comunicación (tic), el desarrollo de la infraestructura de las 
redes, se realizaría con propósitos comerciales y de control, en lugar 
de garantizar el servicio univesal y niveles de acceso y participación. 
Históricamente, el sector audiovisual y de telecomunicaciones man-
tuvieron regulaciones independientes –el primero ligado a la escasez 
del espectro radioélctrico y a los contenidos, y el segundo relaciona-

2 Los autores aclaran que en esa etapa el “interés público” era restrictivamente defi-
nido como un servicio público eficiente, es decir, bajo el control o regulación del Estado 
en el marco del sistema de comunicación vigente, acompañado por el desarrollo econó-
mico y tecnológico de las redes de infraestructura y distribución. 



20 21

IntroducciónOrnela Carboni y Guillermo Mastrini

do con la expansión de la infraestructura de la red y la maximización 
de la cobertura–. Sin embargo, ante los avances tecnológicos se co-
menzó a pensar en regulaciones convergentes.

En el plano de las políticas internacionales de comunicación, un 
momento clave es la discusión que tuvo lugar en la década de 1970 en 
torno a la circulación de la información entre las naciones del mun-
do. Dicho debate tuvo como punto culminante el Informe MacBri-
de (1980), hasta hoy el documento más significativo en relación con 
una organización democrática de la comunicación a nivel internacio-
nal. Previo a su aprobación surgieron los movimientos reivindicati-
vos que reclamaban por un Nuevo Orden Mundial de la Información 
y la Comunicación (nomic), que se agruparon en el Movimiento de 
Países No Alineados (mpna),3 impulsaban un orden comunicacional 
justo y equilibrado. En contraposición, las asociaciones que reunían/
reúnen a los sectores mediáticos privados, entre ellas la Asociación 
Interamericana de Radiodifusión (air) y la Sociedad Interamericana 
de Prensa (sip), condenaban a estos movimientos por considerar que 
sus reclamos atentaban contra la libertad de expresión y de prensa 
(Carboni y Rodríguez Miranda, 2011).

En la misma época, investigadores y académicos vinculados a la 
sociopolítica de las comunicaciones se interesaron por la estructura 
económico-política y advirtieron acerca de la necesidad de estable-
cer políticas nacionales de comunicación (pnc) a fin de garantizar un 
mayor grado de pluralismo en la composición mediática. En ambos 
casos se reconoció que era preciso establecer regulaciones específi-
cas en el sector de los medios de comunicación, reconociendo sus as-
pectos económicos y su rol simbólico. En líneas generales, a nivel in-
ternacional se comprobó la existencia de concentración geográfica y 
económica y de dependencia tecnológica y de contenidos.

3 El mpna se conformó en la segunda mitad del siglo xx, concentró al conjunto de 
países que sostenían una posición neutral frente al conflicto que mantenían los Estados 
Unidos y la Unión Soviética, conocido como Guerra Fría.

En 1980, el Informe MacBride, que fue aprobado de manera uná-
nime en el seno de la Unesco, denunció la desigualdad en el flujo de 
la información y la comunicación entre el Norte-Sur. Los ejes cen-
trales del documento fueron: propiciar la democratización de las co-
municaciones, promover la desmonopolización y la descolonización, 
denunciar la dependencia tecnológica y de contenidos, garantizar 
las condiciones de acceso y participación de los ciudadanos a los sis-
temas de medios. El primero implica contar con bienes culturales y 
fuentes de información plurales, mientras que el segundo se basa en 
la búsqueda de un ciudadano sujeto de las políticas y no, simplemente, 
objeto de ellas (Aguerre y Mastrini, 2007)

No obstante, este informe nunca llegó a implementarse. Por 
un lado, en 1984 los Estados Unidos e Inglaterra abandonaron la 
unesco, denunciando “la dictadura de la mayoría” y propiciando la 
dimisión de las autoridades del organismo. Por otro lado, su aproba-
ción coincidió con el giro político-económico, que repercutió en la 
década de 1980 en Europa y en los Estados Unidos, y que se impulsó 
con fuerza en América Latina a partir de los años noventa; se trata del 
pasaje del Estado de bienestar al neoliberal, que implicó una nueva ló-
gica de crecimiento y de acumulación de capital.

En esta dirección, frente a las posturas que plantean una ausen-
cia en la intervención del Estado, Mastrini y Mestman (1996) aluden 
al concepto de rerregulación. Si bien el Estado disminuyó la inversión 
pública en áreas que hasta ese momento había considerado priorita-
rias, intervino en relación con las condiciones dinámicas del merca-
do, estableciendo nuevas reglas de juego. A la vez, se ha mencionado 
la connivencia entre regulador (estados nacionales) y regulado (cor-
poraciones), y se destaca la capacidad de negociación y de lobby de es-
tos últimos en pos de impulsar sus propios beneficios en detrimento 
del interés común.

Este proceso coincide con la consolidación del concepto de socie-
dad de la información (si) y sus ideas fuerza: liberalización, desregu-
lación y competencia internacional de las actividades info-comuni-
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cacionales (Becerra, 2003). Sin duda, esto afectó el desarrollo de las 
telecomunicaciones y de los sectores audiovisuales, pues incluyó a 
actores ajenos a ambos sistemas, como la banca o la industria, además 
de favorecer los procesos de concentración, privatización y transna-
cionalización de las comunicaciones. En referencia a la distribución 
de bienes culturales, se destaca el pasaje paulatino de mercados na-
cionales a la consolidación de mercados globales, propiciados por el 
incremento en los flujos de intercambio de estos productos cultura-
les, pero también por la acelerada expansión de internet.

Durante la década de 1990, las políticas de comunicación estuvie-
ron ausentes de la agenda internacional. Solo en los inicios del nue-
vo milenio volverían a tomar impulso, pero no con el mismo espíritu 
que en las décadas pasadas. Mastrini y De Charras (2004) explican 
el doble pasaje del debate: del nomic a la Cumbre Mundial de la So-
ciedad de la Información (cmsi),4 y de la Organización de la Naciones 
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (unesco) a la Unión 
Internacional de Telecomunicaciones (uit), lo que implicó que cues-
tiones estrictamente culturales fueran abordadas por un organismo 
netamente técnico. Se impulsó la participación del Estado, del sec-
tor privado y de la sociedad civil con el objeto de consensuar los ejes 
de la si. No obstante, la desigualdad en la capacidad de incidencia de 
cada uno de estos sectores se vio reflejada en las temáticas abordadas 
–acceso a la infraestructura y a las tic, reducción de la brecha digital, 
conectividad, transferencia tecnológica, promoción de la diversidad 
cultural, cooperación internacional y regional– y en la presentación 
de documentos alternativos provenientes de la llamada sociedad ci-
vil. Como se observa, el debate se caracterizó por la ausencia de tó-
picos ligados al libre y equilibrado flujo de información/contenidos y 
al derecho a la comunicación, es decir que los aspectos culturales que 

4 La cmsi se desarrolló en dos ediciones: Ginebra (2003) y Túnez (2005). Las mismas 
son procesos globales de debate sugeridos por la Unión Internacional de Telecomunica-
ciones (uit) y auspiciadas por la unesco.

resultan cruciales para la consolidación de las identidades sociales, 
como las garantías de comunicar y estar comunicados, fueron sosla-
yados y su lugar fue ocupado por la incorporación de las tecnologías y 
la extensión de las redes, sin cuestionar las competencias que los ciu-
dadanos puedan tener para la utilización de las nuevas herramientas 
y los usos que se hagan de ellas. En los últimos años, la uit ha cedido 
importancia en detrimento de otras organizaciones, como la Orga-
nización Mundial del Comercio (omc) y la Internet Corporation for 
Assigned Names and Numbers (icann), la primera con la promoción 
del libre comercio internacional y la segunda a cargo de la organiza-
ción global de la red de redes. En el caso de la omc predominan los 
criterios económicos antes que los técnicos.

¿Qué son las políticas de comunicación?

Como ha sido señalado, en la década de 1970 surgió en América La-
tina el concepto de políticas nacionales de comunicación (pnc) para 
expresar la necesidad de regular los sistemas de comunicación en el 
interior de las fronteras nacionales. Actualmente, el concepto ha mu-
tado a políticas públicas de comunicación, transformación que impli-
có la incorporación de nuevos ejes de análisis.

En 1976, Beltrán (2006) definió las pnc como “un conjunto inte-
grado, explícito y duradero de política parciales de comunicación ar-
monizadas en un cuerpo coherente de principios y normas dirigidas 
a guiar la conducta de las instituciones especializadas en el proceso 
general de comunicación en un país”. De este modo, se reconoció la 
necesidad de intervención del Estado para regular los medios de co-
municación, etapa a la que se llamó formalista. La fase posterior, de-
nominada contenidista, estableció el modo de intervención del Esta-
do, es decir, mediante el diseño de planes y acciones concretas para 
alcanzar un mayor grado de democratización de las comunicaciones 
(Graziano, 1988). En la planificación de las pnc el Estado cumple un 
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rol central al desempeñar simultáneamente dos papeles: el de juga-
dor y el de árbitro de las regulaciones, estableciendo el tipo y el ca-
rácter de la intervención (Exeni, 1998). Este autor propone hablar de 
políticas públicas para la comunicación pública (ppcp). A las que de-
fine como un conjunto de principios, normas, aspiraciones, no solo 
jurídicas sino también morales y sociales, establecidas sobre la base 
de objetivos o propósitos previamente definidos referidos a intereses 
colectivos y a situaciones socialmente problematizadas. El Estado no 
siempre impulsa las políticas públicas, que pueden ser provistas por 
distintos actores de la sociedad. No obstante, el Estado define la for-
ma final y garantiza su aplicación.

En un estudio sobre las políticas de comunicación y educación 
en el marco del desarrollo de la sociedad del conocimiento, Sierra 
(2006, p. 27) introduce el concepto de políticas de información y comu-
nicación (pic) para referirse al conjunto de los

objetivos de organización de los medios, tecnologías y contenidos 
de la comunicación pública, integrando diversos actores, niveles de 
análisis y formas de intervención, así como problemas políticos, eco-
nómicos y culturales relacionados con el proceso general de desa-
rrollo de los estados nacionales, las regiones y comunidades locales 
y hasta de organizaciones supranacionales como la Unión Europea.

En otras palabras, las pic pueden considerarse como las acciones em-
prendidas por entidades estatales (o supraestatales) que asumen ne-
xos orgánicos con medidas ejecutadas en otros ámbitos, por lo que 
se distingue una orientación coherente con los fines de cada gobier-
no (Becerra, 2005). En el escenario planteado por la globalización, el 
proceso de democratización de las comunicaciones deberá conside-
rar la definición de políticas de comunicación, de políticas culturales 
y de políticas de educación inclusiva de los aspectos internacionales 
y locales (De Alcázar, 2005, citado en Beltrán, 2006).

A diferencia de la noción histórica pnc, las pic conciernen no solo 

a los estados modernos y a los organismos internacionales, sino tam-
bién a los conflictos que tienen lugar a nivel micro en el interior de las 
sociedades, y suponen una interrelación entre el sector audiovisual, 
las telecomunicaciones y la informática, cuya planificación y regula-
ción comienzan sobre todo a partir del siglo xxi con el desarrollo de 
la llamada Sociedad de la Información (si).

Por otra parte, frente a la aparición de nuevos actores y de los 
avances tecnológicos Freedman (2006) analiza la formación de po-
líticas de medios. En esta dirección, plantea una serie de tensiones 
en el momento de diseñar políticas de comunicación, entre las que se 
destacan: nivel nacional vs. supranacional, intereses públicos vs. inte-
reses corporativos, centralización vs. dispersión en políticas de redes, 
convergencia vs. divergencia. En la formulación de las políticas inter-
vienen una multiplicidad de actores: los estados, las grandes corpora-
ciones mediáticas, los organismos supranacionales –Unión Europea 
(ue), Mercado Común del Sur (Mercosur)–, los organismos interna-
cionales –Organización Mundial del Comercio (omc), Organización 
Mundial de la Propiedad Intelectual (ompi), diversos grupos sociales 
–religiosos, consumidores, feministas, ambientalistas– y organismos 
emergentes –Internet Corporation for Assigned Names and Num-
bers (icann)–. En este sentido, la diversidad de agentes y de intere-
ses (multistakeholders) representa un desafío en el momento de legislar; 
frente a los modelos tradicionales de regulación confinados a las po-
líticas nacionales, las actuales normativas se encuentran atravesadas 
por acuerdos bilaterales, directivas regionales y el comercio multila-
teral. Entonces, será preciso preguntarse cuál es la correlación exis-
tente entre el incremento de participantes en la conformación de po-
líticas de medios y las decisiones que finalmente se adoptan. Freed-
man (2006) sostiene que la apertura y la participación tienen un alto 
componente simbólico, en tanto predomina un sistema basado en los 
acuerdos con los principales jugadores en su rol de fuerzas de merca-
do y la eliminación de cualquier obstáculo que atente contra la acu-
mulación privada.
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Martín-Barbero (2008) se detiene en las políticas de comunica-
ción y cultura desde una perspectiva de sociología de la cultura, y 
brinda una serie de pistas para abordar la investigación. Entre ellas, 
menciona la necesidad de entrecruzar las políticas, los medios de co-
municación y la cultura, y no reducir la producción industrial al mer-
cado. El foco está puesto en lo público, que no debe reducirse a la es-
fera estatal sino que debe considerarse como un espacio de conflicto 
y de lucha de intereses, como el lugar de la heterogeneidad y de la vi-
sibilidad de la diversidad social.

Más allá de las diversas caracterizaciones y los énfasis puestos en 
las políticas de comunicación, se destaca la manera en que el tema 
es abordado en América del Sur en los últimos años. A la centrali-
dad de los medios de comunicación en la sociedad y a la creciente 
preocupación de la sociedad civil por la definición de un entorno más 
favorable a su participación, se ha sumado un nuevo escenario po-
lítico, con gobiernos que han promovido una nueva orientación en 
las políticas de comunicación. Como destaca Murilo Ramos (2010), 
en América del Sur se ha propuesto una nueva agenda de políticas 
de comunicación, que, enmarcada por las políticas de gobiernos po-
pulistas-nacionales,5 ha propiciado medidas que tenderían hacia una 
mayor democratización de las comunicaciones. En este sentido, enu-
mera una serie de cuestiones sobre las que actualmente se traba: nue-
vas legislaciones para la prensa y la radiodifusión,6 medidas para des-

5 Según Becerra (2011), “en el caso de América Latina, su inmersión en el siglo xxi 
combinó su estructural y distintiva fractura socioeconómica (es la región más desigual 
del planeta, donde la distancia entre ricos y pobres es mayor [cepal, 2010]) con una lec-
tura crítica por parte de los gobiernos electos en los últimos años, acerca del impacto que 
tuvieron las políticas neoliberales ejecutadas al calor del Consenso de Washington en la 
última década del siglo pasado. Algunos autores aluden a estos gobiernos como populistas 
de izquierda (Kitzberger, 2008), nacional-populares o de nueva izquierda (Vilas, 2005), lo 
cierto es que su modo de intervención estatal es muy diferente del que se había practicado 
en las democracias latinoamericanas en las décadas anteriores (Damill y Frenkel, 2009)”.

6 Algunos países latinoamericanos han aprobado nuevas leyes de radiodifusión: 
Venezuela (Ley de Responsabilidad Social en la Radio y la tv, diciembre de 2004) y 

concentrar los sistemas mediáticos, desarrollo de emisoras públicas, 
impulso de la comunicación comunitaria, implementación de la tele-
visión digital terrestre (tdt),7 aparición de nuevos órganos regula-
dores autónomos para la comunicación y la información e impulso de 
la banda ancha. El autor señala como fundamental el hecho de que la 
región se transformó en

un gran laboratorio de ideas, principios y directrices de política pú-
blica, como hace décadas no se veía y esto en un ambiente democrá-
tico, de elecciones libres, pluripartidarias, con alternancia de poder, 
sin que falten a ese ambiente, como sería de esperar, radicalizaciones 
políticas, polarizaciones ideológicas y desigual participación popu-
lar (Ramos, 2010, p. 27).

En resumen, las políticas públicas en relación con la información y la 
comunicación se enmarcan dentro de un proceso en el que distintos 
actores que conforman el entramado social intervienen, en torno a 
una cuestión socialmente problematizada, con el objeto de hacer pre-
valecer sus intereses. En este contexto de negociación, el Estado se 
constituye como actor y garante de las medidas a aplicar. Sin embar-
go, se destaca que no todos los actores poseen la misma capacidad de 
injerencia y que la participación de un número variado de agentes so-
ciales no impacta en la toma de decisión final, y que en las últimas dé-
cadas se observó la prevalencia de las lógicas mercadocéntricas fren-
te al interés público en la formación de políticas de medios.

Argentina (Ley de Servicios de Comunicación Audiovisual 26.522/09). Mientras que 
otros, actualmente (agosto de 2011) se encuentran en pleno debate de legislaciones 
que regulen el sector audiovisual, como, por ejemplo, Brasil, Bolivia y Ecuador.

7 Se destaca la elección de la norma digital: entre 2006 y 2010, varios países de la 
región adoptaron el patrón isdb-Tb: Brasil (junio de 2006), Perú (abril de 2009), Ar-
gentina (agosto de 2009), Chile (septiembre de 2009), Venezuela (octubre de 2009), 
Ecuador (marzo de 2010), Paraguay (junio de2010), Bolivia (julio de 2010) y Uruguay 
(diciembre de 2010).
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Elementos para pensar las políticas de comunicación

Mastrini y Aguerre (2007) analizan una serie de aspectos que impac-
taron en los sistemas mediáticos del nuevo milenio –concentración 
de la propiedad, convergencia entre los sectores, gobierno suprana-
cional de la comunicación y propiedad intelectual–. Se podría agre-
gar las problemáticas derivadas de los procesos de digitalización, el 
incremento de la utilización de internet y las discusiones en torno a la 
neutralidad de la red.

Este período, que coincide con la tercera fase establecida por Van 
Cuilenburg y McQuail (2005), se caracteriza por el pasaje de proce-
sos regulatorios estáticos a dinámicos, que permitieron los procesos 
de concentración. Si durante gran parte del siglo xx las empresas me-
diáticas se caracterizaron por sus dimensiones relativas y en general 
asociadas a empresas familiares, a partir de la década de 1990 esto 
comenzó a alterarse. La concentración no debe reducirse a los me-
dios de comunicación (televisión, radio, prensa gráfica), sino que es 
preciso considerar las telecomunicaciones, el resto de las industrias 
culturales (cinematográfica, edición de libros, fonografía) y las redes 
digitales. Involucra, además, a sectores que exceden a los info-comu-
nicacionales (Becerra y Mastrini, 2009).

Miguel de Bustos define la concentración como un proceso, o el re-
sultado de un proceso que en un determinado conjunto tiende a au-
mentar las dimensiones relativas o absolutas de las unidades presen-
tes en él (Becerra y Mastrini, 2006, p. 53). Las corporaciones presen-
tan dos modos de crecimiento: el interno, cuando la compañía crea 
nuevos productos para ampliar sus mercados, y el externo, cuando se 
compran empresas en funcionamiento, lo cual supone un incremen-
to de los ingresos automático. Además, pueden diferenciarse los si-
guientes niveles o sentidos de concentración: horizontal o expansión 
monomedia: la firma se expande para producir una variedad de pro-
ductos finales dentro de la misma rama; integración o expansión ver-
tical: las empresas se expanden con el objetivo de participar en las dis-

tintas fases de la cadena productiva; crecimiento diagonal, lateral o 
conglomerados: se trata de buscar la diversificación fuera de la rama 
de origen con el fin de compensar y reducir riesgos a través de la crea-
ción de sinergias. Este último tipo de concentración comenzó a ex-
pandirse en los noventa –como caso relevante se destaca la fusión de 
Time-Warner en enero de 1990–. Finalmente, se incorpora la noción 
de convergente, para designar los movimientos que se producen del 
off- line al on-line (Miguel de Bustos, 1993; Becerra y Mastrini, 2006 
y 2009). La centralización de los medios de comunicación en pocas 
manos habilita situaciones oligopólicas y monopólicas, estableciendo 
barreras de entrada a estos mercados.

En relación con la convergencia, pueden identificarse distintos ni-
veles: el tecnológico, el económico y el reglamentario, entre otros. 
Es posible entender por procesos convergentes la capacidad de la red 
para transportar servicios similares. Asimismo, implica la conjunción 
de las telecomunicaciones, la informática y el audiovisual y las dispu-
tas por controlar estos mercados (Garnham, 1999; Becerra, 2003). 
Supone, también, la confluencia de soportes y dispositivos, con una 
creciente tendencia hacia la convergencia en los consumos –si antes 
los bienes culturales se producían, distribuían y consumían de modo 
divergente, con la digitalización8 y el incremento gradual del uso de 
internet se reinventan sus lógicas de producción y apropiación.

Desde otra perspectiva, Henry Jenkins (2006, p. 14) se refiere a 
la convergencia mediática como un flujo de contenidos a través de 
múltiples plataformas, la cooperación entre las distintas industrias y 
el comportamiento de las audiencias “dispuestas a ir casi a cualquier 
parte en busca del tipo deseado de experiencias”. Además, expresa 

8 El proceso de digitalización implica la conversión de todo dato, información, ima-
gen y sonido en un código binario de 0 y 1, cuyo resultado es susceptible de ser traslada-
do en distintos soportes. En relación con los bienes simbólicos, modifica su producción, 
distribución y consumo (lo que disminuye los costos). Además, favorece la portabilidad 
y la movilidad, la inmediatez y la versatilidad. 
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que el término alude a los cambios tecnológicos, industriales, cultu-
rales y sociales, aunque no debe reducirse al aspecto técnico, que per-
mite aunar múltiples funciones mediáticas en un mismo soporte, sino 
que el fenómeno convergente representa un cambio cultural, pues in-
centiva al consumidor a establecer conexiones entre contenidos me-
diáticos dispersos.

En igual sentido, Igarza (2008) expone que la cultura de la conver-
gencia excede la circulación de información por los medios. Desde 
esta mirada, el entretenimiento y la fruición son transmediáticos, es 
decir que no alcanza con el consumo del bien cultural (una película, 
un libro o un programa de televisión), sino que es preciso comple-
mentarlo con foros de debate, videojuegos, blogs. De este modo, con-
cluye que el consumidor se involucra en intercambios comunicativos 
y que para ello utiliza diversos dispositivos.

Tempranamente Garnham (1999) había advertido dos posturas an-
tagónicas sobre la convergencia: entre aquellos que sostienen que am-
pliaría la diversidad de información, la libertad de expresión y la elec-
ción individual, y quienes alertan sobre la fragmentación social, el de-
sarrollo de sistemas oligopólicos y la imposición de nuevas barreras de 
entrada.

El proceso de digitalización, sin duda, se potenció a partir de la ex-
pansión de internet y del desarrollo de distintos soportes que facili-
taron la reproducción de los bienes culturales, de lo cual los teléfonos 
móviles son el paradigma convergente por excelencia.

Si bien el sistema predigital estableció distintos productos y ser-
vicios, diversos modos de distribución y formas de uso de los bienes 
culturales producidos dentro de las ramas de las industrias culturales 
(Garnham, 1999), la digitalización está modificando esta tendencia 
pues una economía de la reusabilidad (Igarza, 2008).

En esta dirección, se debe pensar en el desarrollo y en los desafíos 
que implica internet, incluso en la planificación de políticas de co-
municación por su carácter global y desterritorializado. Miguel de 
Bustos (2008) incorpora la noción de economía directa o reticular 

para aludir a los cambios originados en la producción, distribución y 
consumo de los bienes culturales y destaca las modificaciones prove-
nientes del sector de la demanda; el período anterior se basaba en la 
lógica de la oferta y la producción. Este tipo de economía se caracte-
riza por factores que se interrelacionan: la inclusión de los usuarios 
en la cadena de valor (rol más activo en la producción de contenidos) 
los nuevos intermediarios (Google, Amazon), los nuevos modos de fi-
nanciamiento y sistema de precios (micropagos, pagos por consumo), 
y las nuevas estrategias de los grupos de comunicación (fusiones y ad-
quisiciones). Frente al declive del modelo broadcasting (punto-masa) 
y la expansión de canales de expresión directa (blogs, redes sociales y 
sistemas peer to peer), Becerra (2011) advierte sobre la estructura de 
propiedad (monopólica o cuasimonopólica) de estos sectores conver-
gentes y los niveles de concentración que detentan.

Otro punto para pensar las políticas públicas de comunicación se 
vincula con la gobernanza global. Este concepto indica un nuevo modo 
de gobernar, por ejemplo, debido a la existencia de empresas que tras-
cienden el mercado local. Se destaca, además, que los estados-nación 
comparten la toma de decisiones con diversos actores, entre los que se 
encuentran los organismos internacionales (omc, ompi), las ong, las 
empresas multinacionales y las nuevas organizaciones emergentes, lo 
que implica repensar los escenarios regulatorios –el caso paradigmá-
tico lo constituye el icann–.29 Es preciso distinguir entre gobierno 
(instituciones, reglas y prácticas formales), gobernabilidad (el con-
texto sociocultural en el que surge la gobernanza) y la gobernanza, 
que abarca el complejo de instituciones, normas, prácticas formales 
e informales de los distintos actores, las decisiones y los comporta-
mientos que afectan al conjunto social (Braman, 2004). Pérez (2008), 

9 icann es la Corporación de Internet para la Asignación de Números y Nombres. 
Entre sus funciones más destacadas se encuentra la asignación de espacios de direccio-
nes numéricas de protocolos de Internet (ip), los nombres de dominio de primer nivel 
(gtld), códigos de países y los sistemas de nombres de dominio (dns). 
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que se detiene, específicamente, en la gobernanza en internet, plan-
tea la existencia de una serie de elementos clave para comprender el 
fenómeno: los recursos críticos (necesarios para garantizar el funcio-
namiento mediante estructuras de gestión que garanticen su dispo-
nibilidad), los servicios de conectividad e infraestructura (elemen-
tos técnicos que conforman las redes y permiten la conectividad), 
la oferta de aplicaciones y servicios (paquetes de productos para los 
usuarios, incluyendo los servicios de valor agregado) y los usuarios 
finales.

Al mismo tiempo, es preciso tener en cuenta los retos que se pre-
sentan en materia de propiedad intelectual en el escenario digital. Las 
tensiones que se ponen en juego se relacionan con la necesidad de ga-
rantizar el acceso a la cultura o de restringirlo. Entre defensores y 
detractores, se han propiciado diferentes alternativas: los primeros 
exponen los beneficios colectivos debido al uso de la información o 
al conocimiento de modo abierto, en tanto que los segundos expre-
san cierta resistencia a los cambios y denuncian la cultura de la copia 
y los problemas derivados de la evasión de los derechos de autor, las 
licencias y la propiedad intelectual, que habían imperado en el uni-
verso analógico.

En igual sentido, con un acelerado crecimiento en los últimos 
años, los usuarios/consumidores han aprovechado los beneficios de 
la red mediante el empleo de los sistemas P2P (peer to peer) o, a través 
de los sistemas streaming, han compartido información o contenidos 
(música, videos, películas). Con internet, la apropiación material de 
un producto se desplaza hacia garantizar el acceso, es decir que los 
consumos culturales se transforman (Lacroix y Tremblay, 1997, ci-
tado en Calvi, 2005): ya no se trata de la propiedad material del bien 
sino de su disponibilidad de acceso. De allí que resulta interesante 
pensar el desarrollo de la infraestructura de la red, la banda ancha y 
las mejoras en la calidad del servicio.

Por su parte, las grandes corporaciones mediáticas han realizado 
esfuerzos para restringir el acceso a los bienes culturales, por ejem-

plo, mediante la aplicación de medidas tecnológicas o de normativas 
que penalizan “los usos indebidos en la red” (Ley Hadopi, en Francia, 
o la Ley Sinde en España),10 con resultados aún inciertos, o por medio 
del cobro de un canon digital, lo que resulta discriminatorio per se al 
preveer que los usuarios utilizarán los artefactos tecnológicos (mp3, 
computadoras, teléfonos celulares) infringiendo las regulaciones de 
derecho de autor.

Calvi (2005) señala que el problema no es la regulación sino el 
tipo de regulación que se aplique. Destaca dos tendencias: la regula-
ción orientada a extender el copyright como derecho exclusivo para 
la explotación de productos culturales y la regulación que promueva 
las formas emergentes de distribución e intercambio de estos bienes 
simbólicos.

Uno de los ejes que se estima adquirirá trascendencia en el debate 
internacional se relaciona con la neutralidad de la red. El concepto se 
refiere a que, en particular internet, pero en general todas las redes 
deben estar abiertas en todas las dimensiones a la libre circulación. 
De este modo, los operadores del servicio deberían limitarse a ga-
rantizar la conexión entre los usuarios y no establecer restricciones 
sobre los contenidos que circulan. De ahí que tradicionalmente las 
políticas regulatorias vinculadas con el desarrollo de los sistemas de 
telecomunicaciones promovieron la antidiscriminación, la interope-
rabilidad de las redes y el acceso a los contenidos. El principio de neu-
tralidad de la red resulta vital para impedir que determinados conte-
nidos y servicios tengan privilegios por sobre otros en el momento de 
acceder a ellos, pero también garantiza la circulación de información 
diversa. En ocasiones, la utilización de la red ha generado nuevas for-
mas de organización y reclamos de los ciudadanos frente a las auto-
ridades, aunque es preciso señalar que no constituye la única vía de 
autoorganización o participación de la sociedad.

10 La Ley Hadopi se adoptó en 2009, mientras que la Ley Sinde se encuentra, actual-
mente (agosto 2011), en pleno debate.
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Finalmente, resulta crucial focalizarse en el carácter de los produc-
tos culturales, que o bien pueden ser tratados como meras mercancías, 
sujetos a las tendencias de liberalización del comercio, o bien es preciso 
garantizar la excepción y la diversidad cultural. Mastrini, De Charras 
y Fariña (2009) se plantean que estas transformaciones se asocian con 
la necesidad de crear un mercado global de comunicación y cultura, en 
tanto que las corporaciones requieren de la existencia de un sistema 
regulatorio global que intervenga en favor de sus intereses. Los auto-
res sostienen que en el seno de la omc, las telecomunicaciones y el au-
diovisual han recibido un tratamiento diferencial. Mientras que el pri-
mero sufrió un proceso de reestructuración importante a través de la 
desregulación, la privatización y la apertura de los mercados, el segun-
do obtuvo un trato moderado, frente a la resistencia de algunos países 
que empezaron a diseñar estrategias de excepción cultural en pos de 
reguardar el patrimonio cultural. A pesar de ello, el debate no está se-
llado. Por el contrario, hay quienes entienden que la digitalización y el 
transporte vía banda ancha de los servicios audiovisuales equiparan a 
estos productos con otros servicios de telecomunicaciones.

Esto adquiere una centralidad trascendental porque implica pen-
sar si los estados nacionales conservarán la posibilidad de diseñar e 
implementar políticas de comunicación que favorezcan las produccio-
nes culturales nacionales y que fomenten a aquellos sectores que por 
sus propias características resulten económicamente ineficientes pero 
culturalmente relevantes, o si esto quedará ligado a la lógica del merca-
do global y al aprovechamiento de las llamadas ventajas competitivas.

Tendencias en las políticas de comunicación: 
una propuesta de recorrido

Como ya ha sido señalado al principio, el objetivo del presente libro 
es abordar el estudio de las políticas públicas de comunicación adop-
tadas en diversos países, que plantean las tensiones entre actores e 

intereses económicos, políticos y sociales en el momento de diseñar, 
planificar y aplicar los marcos regulatorios en los que operan los sis-
temas mediáticos y que garanticen a los ciudadanos determinadas 
condiciones de acceso y participación, en un escenario que propicie 
la democratización de las comunicaciones.

Para ello, se escogieron algunos de los problemas reseñados en la 
presente introducción y se los estudió en aplicaciones concretas en 
países desarrollados y países emergentes de América Latina.

Hemos escogido tres temas que consideramos fundamentales 
para comprender las dinámicas de las políticas de comunicación en la 
actualidad. En primer lugar, se estudiará la reforma de las estructuras 
regulatorias y el diseño institucional de los organismos encargados 
de aplicar las leyes, para lo cual hemos tomado tres casos significati-
vos y diferentes entre sí.

En primer lugar, se estudia la transformación de la autoridad de 
aplicación británica, en el marco de un gobierno de la llamada nueva 
izquierda que no parece confrontar con los principales operadores 
del sistema de medios. A continuación se aborda la regulación de la 
comunicación durante el gobierno de Hugo Chávez, que ha implicado 
una reestructuración significativa del sistema de medios. Finalmen-
te, se recorre el caso argentino, especialmente a partir de la sanción 
de la Ley 26.522 de Servicios de Comunicación Audiovisual, que ha 
tenido un fuerte impacto en la región. Si bien todavía es temprano 
para analizar sus efectos, sus preceptos implican una reorientación 
de los postulados liberales que habían predominado en el continente.

En segundo lugar, se focaliza en las políticas específicas para la con-
centración en dos países limítrofes como los Estados Unidos y México. 
Si bien la historia política y la estructura del mercado son completamen-
te diferentes, en ambos casos las normativas diseñadas han implicado el 
relajamiento de las reglas anticoncentración y en ambos países se aprecia 
una respuesta social que ha limitado los efectos de dichas medidas.

Un tercer caso que merece atención particular, especialmente 
porque atañe a los desarrollos futuros del sector televisivo, es el pro-
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ceso de implementación de la Televisión Digital Terrestre (tdt). Para 
ello, por un lado se ha estudiado el caso español, interesante por las 
diversas soluciones planteadas. Mientras que el gobierno de José Ma-
ría Aznar promovió un modelo de pago que fracasó al poco tiempo, 
el de José Luis Rodríguez Zapatero desarrolló un modelo de televi-
sión gratuita que se va abriendo camino no sin dificultades. Por otra 
parte, se analiza el proceso de adopción de la tdt en el Brasil, de sig-
nificativa importancia en la región latinoamericana, ya que la norma 
japonesa (en su variante brasileña) ha sido adoptada por casi todos los 
países sudamericanos,

Los trabajos que a continuación se presentan surgen de un proce-
so de reflexión colectiva llevado a cabo en la asignatura Políticas de 
la Comunicación y la Cultura de la Maestría en Industrias Cultura-
les de la Universidad Nacional de Quilmes. Luego de haber discutido 
sobre los principales desafíos que enfrentaban las políticas de comu-
nicación y debatido cuáles eran los casos más significativos para una 
mejor comprensión del problema, cada grupo se dedicó a profundi-
zar la investigación. El resultado es un abordaje complejo y con di-
versos enfoques de un tema de creciente importancia en el mundo 
de hoy. Como no podía ser de otra manera tratándose de una uni-
versidad pública nacional, las miradas no siempre son convergentes, 
como tampoco lo son los enfoques políticos cuya responsabilidad es 
de cada uno de sus autores. Estamos convencidos de que esa multipli-
cidad de ideas también contribuye al fortalecimiento de una comuni-
cación democrática.
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1. Un nuevo marco regulatorio  
para el Reino Unido: la Ley 
de Comunicación 2003

Carina Rodríguez, Mariana Taborda Strusiat y Elaine Zabala Torres

Introducción

En el Reino Unido el tercer milenio se inició con una serie de cambios ra-
dicales en el campo de las comunicaciones tendientes a brindar respues-
tas a la convergencia tecnológica. En el año 2000, el gobierno, a cargo 
de Tony Blair (miembro del Partido Laborista), publicó un documento 
llamado el Libro Blanco con el ambicioso nombre A new future for Commu-
nications (Un nuevo futuro para las comunicaciones). Con el objetivo de 
convertir al país en el “mercado comunicativo más dinámico y competi-
tivo en el mundo”, la propuesta intentó combinar “un ligero toque en mu-
chos aspectos con una protección resistente del interés público genuino 
en los demás” (Byers y Smith, 2000, p. 3).

En el documento, el gobierno británico manifestaba la necesidad 
de acortar distancias entre las telecomunicaciones y el audiovisual. 
La nave insignia de la reestructuración fue la creación de un orga-
nismo que centralizara todas las entidades regulatorias –la Office 
of Communications–1 y la implementación de una nueva política 
comunicacional. 

1 La Office of Communications, más conocida como Ofcom, es el ente regulador de 
las telecomunicaciones y los medios de comunicación del Reino Unido. Fue establecida 
inicialmente por Ley en 2002, pero fue institucionalizada a través de la Ley de Comu-
nicación de 2003.


